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gir instrucciones a sus miembros respecto al sentido de 
voto, pero tales instrucciones no vinculan jurídicamente 
al diputado, que es el titular del escaño y en cuanto tal el 
titular en este caso del ejercicio del derecho de voto que 
se ha visto cercenado.

Considero un grave y peligroso error el que en un 
plano estrictamente jurídico y constitucional (otra cosa 
es el sentido de la afirmación en un plano político), 
hablar de un derecho de los grupos meramente parla-
mentarios «a expresar su rechazo colectivo a una medida 
legislativa». Tal hipotético derecho o se vincula al dere-
cho al voto, con lo que se estaría afirmando la simultá-
nea titularidad de ese derecho por parte del diputado y 
por la del grupo en que se integra, lo que resulta contra-
rio al carácter individual del derecho al voto que acaba-
mos de afirmar y carece de la más mínima base legal; o 
se configura como un derecho autónomo desvinculado 
del derecho al voto, y de titularidad subjetiva diferen-
ciada de la de este último derecho, concepción que tal 
vez sea la que aflora en la Sentencia, para cuya acepta-
ción en términos jurídicos era inexcusable fijar la norma 
constitucional o infraconstitucional que la sustenta, lo 
que no se hace.

En consecuencia, ha sido la diputada recurrente en 
amparo quien ha visto vulnerado su derecho fundamental 
al por no haber podido participar en la votación del dicta-
men al proyecto de ley de presupuestos generales de la 
Comunidad Autónoma, pero no el grupo parlamentario al 
que pertenece que, se reitera, no es titular del derecho de 
voto en el procedimiento legislativo.

No está de más advertir en este caso, para rebajar el 
alcance de la alusión en la Sentencia a la reconocida 
legitimación de los grupos parlamentarios en el recurso 
de amparo, que, reconocida esta legitimación en general 
para hacer valer los derechos fundamentales de los 
diputados que los integran, ocurre aquí que comparecen 
en el proceso simultáneamente la diputada individual-
mente afectada en su derecho, reclamando su tutela de 
modo personalizado y propio, y el grupo, dándose así 
una peculiar concurrencia de dos legitimaciones para la 
defensa de un mismo derecho, lo que tiene difícil expli-
cación.

En este sentido emito mi voto.

Madrid, a dieciocho de diciembre de dos mil seis.
Vicente Conde Martín de Hijas.–Firmado y rubricado. 

 1553 Sala Primera. Sentencia 362/2006, de 18 de 
diciembre de 2006. Recurso de amparo 1514-
2005. Promovido por doña María Magdalena 
Sánchez Pérez frente al Auto de la Sala de lo 
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Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso al recurso legal): cómputo del 
plazo para formalizar un recurso de casación 
social que incurre en error patente.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1514-2005, promovido 
por doña María Magdalena Sánchez Pérez, representada 
por el Procurador de los Tribunales don Argimiro Vázquez 
Guillén y bajo la dirección del Letrado don Víctor Manuel 
Muñoz Meilán, contra el Auto de la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo de 13 de enero de 2005, por el que se 
desestima el recurso de súplica contra el Auto de 13 de 
septiembre de 2004, por el que se pone fin al trámite del 
recurso de casación para la unificación de doctrina 
núm. 2594-2004. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha 
sido Ponente el Magistrado don Pablo Pérez Tremps, 
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 4 de 
marzo de 2005, el Procurador de los Tribunales don Argi-
miro Vázquez Guillén, actuando en nombre y representa-
ción de doña María Magdalena Sánchez Pérez, y bajo la 
dirección del Letrado don Víctor Manuel Muñoz Meilán, 
interpuso demanda de amparo contra las resoluciones 
judiciales citadas en el encabezamiento.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante-
cedentes:

a) La recurrente interpuso demanda de despido 
contra sus empleadores, dando lugar al procedimiento 
núm. 894-2003 tramitado por el Juzgado de lo Social 
núm. 3 de Lugo, que fue estimada por Sentencia de 11 de 
abril de 2003. Interpuesto recurso de suplicación, trami-
tado con el núm. 1240-2004 por la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Galicia, fue estimado por 
Sentencia de 30 de abril de 2004, acordándose la desesti-
mación de la demanda interpuesta por la recurrente.

b) La recurrente solicitó tener por preparado recurso 
de casación para la unificación de doctrina, a lo que se 
accedió por providencia de 28 de mayo de 2004 en la que 
se emplazaba a la recurrente para que presentara ante la 
Sala de lo Social del Tribunal Supremo dentro de los 
veinte días siguientes a la fecha en que se efectúa dicho 
emplazamiento el escrito de interposición del recurso. 
Por diligencia de la Secretaría de Justicia de 10 de junio 
de 2004 se hizo constar que dicha providencia había per-
manecido en la oficina de notificaciones el tiempo pre-
visto en el artículo 3 de las normas que rigen dicha oficina, 
y que no habiendo comparecido para ser notificado el 
Letrado de la recurrente, se entregó, en cumplimiento de 
la citada norma, copia de dicha resolución al Ilmo. Colegio 
de Abogados de A Coruña, estampándose el sello del 
colegio con esa misma fecha de 10 de junio de 2004.

c) La recurrente formalizó ante la Sala de lo Social 
del Tribunal Supremo el recurso de casación por escrito 
de 12 de julio de 2004, afirmando que la cédula de empla-
zamiento le había sido notificada el 14 de junio de 2004, 
dando lugar al recurso núm. 2594-2004. Por Auto de 13 de 
septiembre de 2004 se acordó poner fin al trámite del 
recurso, al considerar acreditado que la recurrente había 
sido emplazada el 10 de junio de 2004 y que la formaliza-
ción del recurso se había verificado el 12 de julio de 2004, 
cuando el plazo máximo concedido era el 8 de julio 
de 2004. La recurrente interpuesto recurso de súplica, 
alegando que el emplazamiento le había sido notificado 
el 14 de junio de 2004 por medio de correo certificado 
remitido por el Ilustre Colegio de Abogados de A Coruña 
y no el 10 de junio de 2004, por lo que el recurso se forma-
lizó dentro de plazo. El recurso fue desestimado por Auto 
de 13 de enero de 2005, argumentado que «[l]a parte 
recurrente recibió la providencia de emplazamiento el 14 
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de junio de 2004 según la propia parte reconoce y consta 
en el acuse de recibo, presentando el escrito de formaliza-
ción el 12 de julio de 2004, varios días después de finali-
zado el plazo para este trámite (8 de julio de 2004, según 
consta en al Auto ahora recurrido)».

3. El recurrente aduce en la demanda de amparo que 
se ha vulnerado su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE), en tanto que el Auto de 13 de enero de 2005 
confirma la decisión de poner fin al trámite del recurso 
de casación con fundamento exclusivo en un error de 
cómputo, ya que, reconociendo que la notificación del 
emplazamiento se produjo el 14 de junio de 2004, sin 
embargo, concluye que el vigésimo día desde el siguiente 
al de la notificación es el 8 de julio de 2004, cuando es 
incontrovertible que es el día 12 de julio de 2004. En aten-
ción a ello solicita la anulación de los Autos de 13 de sep-
tiembre de 2004 y 13 de enero de 2005 y la retroacción de 
actuaciones al momento inmediatamente anterior al pri-
mero de dichos autos, para que se tenga por interpuesto 
el recurso en plazo y se continúe la normal tramitación del 
recurso de casación.

4. La Sección Segunda de este Tribunal, por provi-
dencia de 22 de junio de 2006, acordó admitir a trámite la 
demanda de amparo y, en aplicación de lo dispuesto en el 
art. 51 LOTC, requerir atentamente de los órganos judicia-
les la remisión del testimonio de las actuaciones y el 
emplazamiento de quienes hubieran sido parte en el pro-
cedimiento, a excepción del recurrente, para que pudie-
sen comparecer en el plazo de diez días en el presente 
proceso de amparo.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de 
Justicia de la Sala Primera de 18 de septiembre de 2006 se 
tuvo por recibido testimonio de las actuaciones y se 
acordó, a tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, dar 
vista de las actuaciones por plazo común de veinte días al 
Ministerio Fiscal y a las partes personadas para que, den-
tro de dicho término, pudiesen presentar las alegaciones 
que a su derecho convinieran.

6. El Ministerio Fiscal, en escrito registrado el 27 
de octubre de 2006, interesó que se otorgara el amparo 
por vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE) y se declare la nulidad de los Autos de 13 de 
septiembre de 2004 y 13 de enero de 2005 «con retroac-
ción de las actuaciones al tiempo del dictado de la pri-
mera resolución, para que por la Sala, y partiendo de la 
temporánea interposición del recurso de casación para 
unificación de doctrina, se pronuncie sobre lo preten-
dido». A esos efectos se argumenta, por un lado, que el 
Auto de 13 de septiembre de 2004 hace una interpreta-
ción arbitraria de la determinación del comienzo del cóm-
puto del plazo, al considerar que la notificación surte 
efectos desde la entrada de ésta en el Colegio de Aboga-
dos y no cuando el Colegio la reexpide al domicilio del 
Letrado que es el que consta expresamente en las actua-
ciones. Y, por otro, que el Auto de 13 de enero de 2005, 
incurre en error patente, pues partiendo en su funda-
mento jurídico único del hecho que estima incontrover-
tido de que la notificación del emplazamiento fue el 14 de 
junio de 2004, efectúa un cómputo erróneo del plazo de 
veinte días, siendo ello determinante de la decisión judi-
cial de poner fin al trámite del recurso de casación.

7. La recurrente, en escrito registrado el día 13 de 
octubre de 2006, presentó alegaciones, reiterando las 
recogidas en la demanda de amparo.

8. Por providencia de 14 de diciembre de 2006 se 
señaló para la deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 18 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El objeto de este amparo es determinar si el Auto 
de 13 de enero de 2005 ha vulnerado el derecho de la 
recurrente a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), al 
haber desestimado el recurso de súplica interpuesto con-
tra el Auto de 13 de septiembre de 2004, con fundamento 
exclusivo en un patente error de cómputo en la determi-
nación de plazo máximo para la formalización del recurso 
de casación para la unificación de doctrina.

En efecto, si bien el recurrente solicita en el suplico de 
su demanda la anulación tanto del Auto de 13 de enero 
de 2005 como del Auto de 13 de septiembre de 2004, sin 
embargo, en el desarrollo de la fundamentación jurídica 
de su demanda de amparo únicamente se invoca el dere-
cho a la tutela judicial efectiva alegando que el órgano 
judicial habría incurrido en un error de cómputo en el 
Auto de 13 de enero de 2005, poniéndose de manifiesto, 
además, que, efectivamente, dicho error de cómputo sólo 
sería imputable a dicho Auto y no al de 13 de septiembre 
de 2004. Es más, aunque cabe constatar que en la 
demanda de amparo la recurrente también hace mención 
al eventual error que habría padecido el órgano judicial 
en el Auto de 13 de septiembre de 2004 al señalar que el 
emplazamiento fue notificado el 10 de junio de 2004, tam-
bién se constata que reconoce que dicho error fue corre-
gido por el posterior Auto de 13 de enero de 2005, al 
aceptar como comienzo de plazo el 14 de junio de 2004.

En atención a ello, debe insistirse en que el objeto de 
este recurso de amparo debe quedar limitado al Auto 
de 13 de enero de 2005, sin que tampoco pueda exten-
derse, como pretende el Ministerio Fiscal, el análisis de 
una eventual vulneración del art. 24.1 CE imputable al 
Auto de 13 de septiembre de 2004, por haber realizado 
una supuesta interpretación arbitraria de la determina-
ción del comienzo del cómputo del plazo al fijar el día 10 
de junio de 2004, ya que, por un lado, el recurrente no ha 
planteado ni fáctica ni jurídicamente dicha cuestión en su 
demanda y, por otro, como ya se ha señalado, finalmente, 
el Auto de 13 de enero de 2005 aceptó que el comienzo 
del cómputo era el día 14 de junio de 2004.

2. Delimitado el objeto de nuestro enjuiciamiento, 
debe recordarse que este Tribunal ha destacado que la 
interpretación y aplicación de las normas procesales y la 
concurrencia de los presupuestos que condicionan la 
admisión de los recursos legalmente establecidos son, en 
principio, cuestiones de legalidad ordinaria cuyo conoci-
miento compete exclusivamente a los Jueces y Tribunales 
ordinarios (art. 117.3 CE), de tal modo que el control cons-
titucional que puede realizar este Tribunal sobre dichas 
decisiones es meramente externo y debe limitarse a com-
probar si tienen la suficiente motivación, si se apoyan en 
una causa legal o si han incurrido en error material 
patente o se fundan en una interpretación de la legalidad 
que resulte arbitraria o manifiestamente no razonable. 
Más en concreto, se ha reiterado que se vulnera el dere-
cho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) cuando la 
resolución judicial sea el resultado de un razonamiento 
que no se corresponde con la realidad por haber incurrido 
el órgano judicial en un error patente en la determinación 
y selección del material de hecho o del presupuesto sobre 
el que se asienta su decisión, produciendo con ello efec-
tos negativos en la esfera jurídica del ciudadano, desta-
cándose que los requisitos necesarios para dotar de rele-
vancia constitucional dicho error son que no sea imputable 
a la negligencia de la parte, sino atribuible al órgano 
judicial, pueda apreciarse inmediatamente de forma 
incontrovertible a partir de las actuaciones judiciales y 
resulte determinante de la decisión adoptada por consti-
tuir el soporte único o básico –ratio decidendi– (por 
todas, STC 287/2006, de 9 de octubre, FJ 2).
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En el presente caso, como se deduce de las actuacio-
nes y ha sido expuesto con más detalle en los anteceden-
tes, se constata, en primer lugar, que el Auto de 13 de 
septiembre de 2004 acordó poner fin al trámite del 
recurso de casación para la unificación de doctrina, al 
considerar acreditado que la recurrente había sido empla-
zada el 10 de junio de 2004 y que la formalización del 
recurso se había verificado el 12 de julio de 1004, cuando 
el plazo máximo era el 8 de julio de 2004. En segundo 
lugar, que la recurrente impugnó dicho Auto, alegando 
que el comienzo del cómputo del plazo no era el 10 de 
junio sino el 14 de junio de 2004, momento en que se le 
notificó el emplazamiento, y que, por tanto, había forma-
lizado en plazo el recurso al haberlo entregado el 12 de 
julio de 2004. Y, en tercer lugar, que el Auto de 13 de enero 
de 2005, a pesar de reconocer que, efectivamente, el 
comienzo del cómputo era el día 14 de junio de 2004 y no 
el día 10 de junio, insistió en que el plazo máximo de 
veinte días finalizaba el 8 de julio de 2004 y que, por tanto, 
la formalización entregada el 12 de julio de 2004 era 
extemporánea.

En atención a lo expuesto, debe otorgarse el amparo 
solicitado pues, como también ha señalado el Ministerio 
Fiscal, concurren todos los requisitos para dotar de rele-
vancia constitucional al error denunciado. Por un lado, el 
error al computar los veinte días que se establecen legal-
mente como plazo para formalizar el recurso de casación 
para la unificación de doctrina desde la notificación del 
emplazamiento no ha sido inducido por el recurrente y es 
sólo imputable al órgano judicial. Por otro, la concurren-
cia del error de cómputo se evidencia de forma palmaria 
atendiendo a los presupuestos de los que parte la resolu-
ción impugnada de que el emplazamiento se notificó el 14 
de junio de 2004 y que el plazo legal para la formalización 
es de veinte días. Y, por último, el razonamiento para des-
estimar el recurso de súplica y confirmar la resolución 
impugnada toma como presupuesto único y determi-
nante el error de cómputo de considerar que el vigésimo 
día desde el siguiente al de la notificación de emplaza-
miento era el 8 de julio de 2004 y no el 12 de julio de 2004 
que es la fecha en que se había formalizado el recurso de 
casación para la unificación de doctrina.

En cuanto al alcance del otorgamiento del amparo 
debe quedar limitado, partiendo de la base de que no ha 
sido controvertido en este amparo que el emplazamiento 
se notificó el 14 de junio de 2004, a la anulación de la reso-
lución impugnada en el extremo relativo al cómputo rea-
lizado para fijar el plazo de término para la formalización 
del recurso de casación y, en consecuencia, la retroacción 
de actuaciones lo será a los únicos efectos de que se dicte 
nueva resolución respecto de este particular respetuosa 
con el derecho fundamental vulnerado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar a doña María Magdalena Sánchez Pérez el 
amparo solicitado y, en consecuencia:

1.º Declarar que se ha vulnerado su derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

2.º Anular el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal 
Supremo de 10 de enero de 2005, dictado en el recurso de 
casación para la unificación de doctrina núm. 2594-2004, 
en el extremo relativo al cómputo realizado para fijar el 
plazo de término para la formalización del recurso de 
casación.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
de dictarse dicho Auto para que se dicte una nueva reso-
lución respecto del extremo anulado respetuosa con el 
derecho fundamental reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de diciembre de dos mil 
seis.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 1554 Sala Primera. Sentencia 363/2006, de 18 de 
diciembre de 2006. Recurso de amparo 2738-
2005. Promovido por don Antonio Gómez 
Utrero frente a los Autos de la Audiencia Pro-
vincial y del Juzgado de Vigilancia Penitencia-
ria de Zaragoza que desestimaron su queja 
sobre los servicios médicos en el centro peni-
tenciario de Daroca.

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (motivación): resoluciones judiciales 
estereotipadas.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2738-2005, promovido 
por don Antonio Gómez Utrero, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña María Concepción Don-
day Cuevas y asistido por el Abogado don Ramón Colado 
Pérez, contra los Autos del Juzgado de Vigilancia Peniten-
ciaria de Zaragoza de 2 de noviembre y 16 de diciembre 
de 2004 y contra el Auto de la Sección Primera de la 
Audiencia Provincial de Zaragoza de 15 de marzo de 2005. 
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente la 
Presidenta doña María Emilia Casas Baamonde, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 18 de abril 
de 2005, el director del centro penitenciario de Daroca 
(Zaragoza) envió a este Tribunal escrito de don Antonio 
Gómez Utrero, interno en el citado centro penitenciario, 
manifestando su voluntad de interponer demanda de 
amparo. Una vez nombrados Abogado y Procurador de 
oficio, el 4 de julio de 2005, la Procuradora de los Tribuna-
les doña María Concepción Donday Cuevas interpuso 
demanda de amparo, en nombre y representación de don 
Antonio Gómez Utrero, frente a las resoluciones acaba-
das de mencionar.

2. Los hechos más relevantes para la resolución del 
presente amparo son los siguientes:

a) El recurrente, interno en el centro penitenciario de 
Daroca (Zaragoza), presentó queja ante el Juzgado de 
Vigilancia Penitenciaria de Zaragoza en relación con los 


